SOCIEDAD DE GANANCIALES
· SENTENCIA de 20‑7‑1998, núm. 725/1998(1998\6127). Recurso de Casación núm. 729/1996 de la Sala de lo Civil del TRIBUNAL SUPREMO 
"...QUINTO.‑ El motivo segundo del recurso ‑al amparo del artículo 1692.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil por transgresión de los artículos 1344 y 1347.2 del Código Civil, debido a que, según reprocha, la sentencia de instancia, aun reconociendo que el depósito de la cuenta FORON tenía la condición de privativo de don Christian F. S., no ha dividido los intereses producidos por dicha cuenta por mitad entre los litigantes‑, se desestima porque la Audiencia, después de sentar la naturaleza privativa del depósito de la citada cuenta y de que únicamente los rendimientos del mismo habían de tener carácter ganancial, tras las indicaciones antes mentadas respecto a las deficiencias de acreditación y justificación de que la suma repartida entre los litigantes correspondiera a los intereses devengados por estos fondos privativos del señor F., ha dado respuesta precisa a la problemática ofrecida mediante la indicación de la existencia de cargas del matrimonio durante la convivencia de los litigantes, en los términos recogidos en los artículos 1362 y siguientes del Código Civil, y la presunción de que éstas han sido sufragadas con bienes gananciales, y, entre ellos, con las posibles utilidades del repetido depósito privativo.

La argumentación de la sentencia de apelación, la cual parte del hecho base de la inevitable presencia de cargas conyugales, acomoda su deducción a la necesidad de cubrir los gastos de las obligaciones anejas al estado matrimonial con aportaciones gananciales, que es el efecto legal del coste material de éstas durante la convivencia matrimonial, y considera que los factibles rendimientos de la cuenta FORON no pudieron ser ajenos al pago de aquellas imposiciones, lo cual es una derivación razonable y lógica, que no conculca precepto alguno y su disposición obra incluida dentro del abanico de atribuciones del Tribunal de instancia."

· SENTENCIA de 10‑11‑1995. Recurso núm. 1449/1992(1995\8116 ). Sala de lo Civil del TRIBUNAL SUPREMO.

"...dicho negocio tenía para ambos naturaleza ganancial, y la esposa, por tanto, se encontraba legitimada para ser llamada y traída a un procedimiento que tenía por objeto la liquidación del referido negocio, máxime, cuando, a tenor de los artículos 1347.1.º, 1362.4.ª y 1375 del Código Civil, son bienes gananciales los obtenidos por el trabajo o la industria de cualquiera de los cónyuges, serán de cargo de la sociedad de gananciales los gastos que se originen por la explotación regular de los negocios o el desempeño de la profesión, arte u oficio de cada cónyuge y en defecto de pacto en capitulaciones, la gestión y disposiciones de los bienes gananciales corresponde conjuntamente a los cónyuges, y a igual conclusión de concurrencia de interés legitimador se llega con la observancia de las disposiciones comprendidas en el Código de Comercio, a las que se remite el inciso final del artículo 1365 del texto civil para el caso de ser comerciantes el marido o la mujer, ya que el artículo 6 de aquél considera obligados a las resultas del ejercicio del comercio por persona casada, los bienes propios del cónyuge ejerciente y los adquiridos con esas resultas, siendo necesario el consentimiento de ambos cónyuges para obligar los demás bienes comunes, apostillando el artículo 7.º que ese consentimiento se presumirá otorgado cuando se ejerza al comercio con conocimiento y sin oposición del cónyuge que debe prestarlo, presunción que, también, existe, según el artículo 8, cuando al contraer matrimonio se hallare uno de los cónyuges ejerciendo el comercio y lo continuare sin oposición del otro, y tales disposiciones en torno al indicado consentimiento se complementan con la contenida en el artículo 11, al preceptuar que los actos de consentimiento, oposición y revocación a que se refieren los artículos 7, 9 y 10, habrán de constar, a los efectos de tercero, en escritura pública inscrita en el Registro Mercantil. Así pues, la interpretación racional y lógica de los preceptos examinados, parte de los cuales figuran citados en el propio motivo, viene a reafirmar la idea de que la esposa, en el supuesto concreto de autos, se encontraba legitimada para ser demandada, sin que la matización que hace el Tribunal «a quo» respecto al artículo 1373 del Código Civil pueda entenderse cual un reconocimiento implícito de la conclusión contraria, sino tan sólo, cual la expresión de la facultad que, en virtud de un precepto legal, se confiere a cada uno de los cónyuges para el caso prevenido en dicho artículo y es por cuanto ha quedado expuesto, por lo que procede entender carente de viabilidad al motivo en cuestión, al no poder atribuir a la Sala «a quo» las infracciones denunciadas en el mismo, puesto que en el caso concreto de autos al actor‑recurrido le estaba permitido demandar conjuntamente al matrimonio recurrente."

· Sentencia de la A.P. de  MADRID de 20-2-97

"No cabe aceptar, y esta es la doctrina de nuestro T.S., respecto a la subsistencia de la sociedad de gananciales hasta la efectiva y definitiva separación; ya que la libre separación de hecho excluye el fundamento de la sociedad de gananciales que es el mantenimiento de la convivencia; pues entenderlo como propone la recurrente significa un acto contrario a la buena fe, con manifiesto abuso de Derecho, que no puede ser acogido por los Tribunales en una acorde interpretación con la realidad social, pues rota la convivencia conyugal con el consentimiento de la mujer, no puede ahora reclamar su derecho para obtener unos bienes a cuya adquisición no contribuyó en absoluto, pues tal conducta, contraria a la buena fe, conforma uno de los requisitos del abuso del derecho, al ejercitar un aparente derecho más allá de sus límites éticos, teológicos y sociales.

El dinero depositado en las cuentas  corrientes ha de ser ganancial cuando proceda de los haberes que cada uno obtuvo hasta la fecha del Auto de Medidas provisionales, pues a partir de ese momento aunque la sociedad de gananciales no está disuelta, la separación provisional provoca una situación económica nueva donde los cónyuges no están obligados a destinar todos los rendimientos de sus bienes privativos o del trabajo que desarrollen a la cobertura de los gastos domésticos y su participación en las cargas del matrimonio se hace de la forma que se indica en el expresado Auto, cesando la voluntad de ambos de hacer comunes los frutos de su trabajo, bienes o derechos."
· Sentencia del TS de 22 Abril 1997:

"No hay obstáculo a su validez como negocio jurídico en el que concurrió el consentimiento, el objeto y la causa, y no hay ningún motivo de invalidez.  No lo hay tampoco para su eficacia, pues si carece de su aprobación judicial, ello le ha impedido ser incorporado al proceso y producir eficacia procesal, pero no la pierde como negocio jurídico."
· Sentencia del TS de 27-1-98:

"...salvados los derechos de los acreedores sobre los bienes gananciales y las consecuencias del registro inmobiliario en favor de los adquirentes terceros, no se puede estimar que los efectos interpartes de un convenio carezcan de eficacia por falta de aprobación judicial si este se desenvuelve dentro de los límites lícitos del principio de  autonomía de la voluntad. Tampoco pueden confundirse en relación con la separación de hecho, lo que es la disolución formal de la sociedad de gananciales, acordada judicialmente con la desaparición de la causa generadora de la sociedad, fundada en la convivencia matrimonial que impide en las condiciones ya indicadas el acrecentamiento de los bienes gananciales a costa del trabajo exclusivo de uno de los cónyuges separados."

· Sentencia de 4 MAYO 1998

· Sentencia de la AP de  VIZCAYA de 20-1-94

"Ante la situación de separación ya existente al tiempo de presentación de la demanda e incluso con anterioridad , desde aproximadamente  las navidades del año 198, lógico devienen entiende este Tribunal que se acceda a la liquidación de la sociedad de gananciales, puesto que la misma solo tiene su razón de ser cuando existe una convivencia y afectividad entre ambos cónyuges, puesto que la propia situación de separación ya trae consigo que ambos cónyuges incumplan sus propios deberes tanto en relación a su convivencia, al no existir como en relación a los bienes que confirman una sociedad inexistente, al realizar cada uno actos propios e independientes del otro, al no existir entre ellos lazos o relaciones en común por así haberlo interesado ellos mismos, en relación con la cesación de la vida en común."

· EMBARGO DE BIENES GANANCIALES
"...una de las causas de disolución- no ipso iure- del articulo 1392 Cc de la comunidad de gananciales a instancia de parte, que enumera el articulo 1393 es la del articulo 1373 al que se remite el ultimo párrafo de aquel, es el embargo de bienes gananciales por las deudas propias de un cónyuge, en que el otro exige que el embargo se trabe sobre la parte que ostenta el cónyuge deudor en la comunidad ganancial, lo que lleva consigo la disolución del régimen.

Por tanto, el cónyuge no deudor, que ve como le embargan bienes gananciales, tiene una opción, aceptarlo, en cuyo caso cuando en su día se ejecuten bienes suficientes para satisfacer la deuda de otro cónyuge, en deudor embargado se reputara que este ha recibido a cuenta por el valor de los bienes ejecutados, parte de los gananciales que en el momento de la liquidación le corresponderían, o bien, exigir que el embargo se concrete a la parte de gananciales que le corresponda al cónyuge deudor, en cuyo caso se disuelve la comunidad de gananciales y rige el régimen de separación de bienes en la opción que contemplan los artículos 1373 y 1374 del CC.

Así, en este sentido, dice la sentencia de 2 de junio de 1990 (RJ 5765) "...los acreedores pueden hacer efectivos sus créditos derivados de obligaciones no contraídas por los cónyuges deudores en beneficio de la comunidad o para atenciones familiares, incluso la comunidad o para atenciones familiares, incluso persiguiendo los bienes gananciales, bien que con carácter subsidiario y originando el correspondiente arreglo de cuentas entre los esposos e, incluso, la posibilidad de disolución de la comunidad". Y añade la de 10 de diciembre de 1990  "...el matrimonio no limita la capacidad jurídica de los esposos sino que ambos pueden obligarse individualmente y responden con sus respectivos bienes y que si el esposo adquirió por documento privado el compromiso de devolver un préstamo, ello no dignifica en si u acto de disposición de los gananciales que determine la nulidad de dicho acto, ya que siempre tendrá el otro cónyuge la posibilidad de ejercitar la facultad del articulo 1373 si se  dirige apremio contra tales bienes." Asimismo, la sentencia de 12 de abril de 1994, "El procedimiento que contemple el articulo 1373, es un remedio sustitutorio de la acción de tercería de dominio, puesto a disposición de la esposa en los casos en que allí se contemplan. Ejercitado por la esposa cuando se le notifica el embargo de los bienes comunes, el derecho de opción que al cónyuge no deudor se le reconoce es citado articulo 1373.1 determina el ejercicio de la disolución de la sociedad de gananciales sin necesidad de petición alguna al juez que conoce de la ejecución si bien ha de procederse a la posterior liquidación del patrimonio de la sociedad para determinar los bienes, o la parte de ellos que se atribuyen a cada uno de los cónyuges, y consecuentemente los bienes del cónyuge deudor que han de sustituir en la traba al bien ganancial inicialmente embargado". En el mismo sentido la sentencia de 22 diciembre 1995.
La aplicación en el proceso de esta opción que se concede al cónyuge no deudor parte de la situación de derecho material estando ante una deuda propia de un cónyuge sin responsabilidad para la comunidad de gananciales y que no es una carga de esta, se han embargado bienes gananciales en ejecución de sentencia o en juicio ejecutivo, embargo definitivo o embargo preventivo, cuando el embargo es notificado al cónyuge no deudor y este ejerce aquella opción puede hacerlo como reconoce la sentencia de 29-10-84, en incidente en el proceso de ejecución, sin perjuicio de admitirse en ciertos casos la tercería de dominio, como así entendió la sentencia de 17-7-97.
Este ha sido el caso presente tal y como dice expresamente la sentencia de instancia, la deuda del marido no era ganancial, ya que no se infiere en modo alguno la existencia de consentimiento expreso por parte de la esposa y así la póliza de alzamiento viene constituida y firmada tan solo por el esposo, y advierte que el banco no demanda a la esposa, respecto a la obligación solidaria de pago por razón del contrato de fianza y en la sentencia de los autos principales no se la condena al pago." (...)

CUENTAS CORRIENTES
· Sentencia n_ 6825/97

"Las cuentas corrientes bancarias expresan siempre una disponibilidad de fondos a favor de quienes figuren titulares de las mismas contra el banco que las retiene, y el mero hecho de su apertura con titulares plurales, no determina por si un necesario condominio sobre los saldos, que viene precisado por las relaciones internas que medien entre los titulares bancarios conjuntos y más concretamente por la originaria pertenencia de los fondos; por todo lo cual, el sólo hecho de abrir una cuenta en forma conjunta e indistinta no produce el efecto de atribuir los depósitos por partes igualitarias a los figurantes titulares.

La presunción de ganancialidad de los bienes que adquieran los cónyuges, constante su matrimonio, cabe ser destruida por prueba en contrario y para que dicha presunción "iuris tamtum" tenga aplicación y proceda ser desplazada por la privacidad, requiere prueba expresa y cumplida, no bastando la indiciaria.

No vincula a la categoría de actos propios, el hecho que actúa como formula, o confesión extrajudicial, de que los esposos en la de adquisición hubieran declarado que "compran para la sociedad conyugal"
La disposición que hace el artículo 1355 C.C, en su último párrafo, al reputar gananciales los bienes que se adquieren en forma conjunta y sin atribución de cuotas, es de naturaleza "Iuris Tantum", y por ello puede enervarse mediante prueba acreditativa de la voluntad contraria de los cónyuges otorgantes."

RÉGIMEN ECONÓMICO DE LAS UNIONES DE HECHO
· Sentencia del TS de 21-10192. 

"Sin dejar de reconocer la plena legalidad de toda estable unión de hecho entre un hombre y una mujer no es menos cierto que dicha unión libre o de hecho no es una situación equivalente al matrimonio y al no serlo, no puede ser aplicada a aquella la normativa reguladora de este, pues los que se unieron, pudiendo haberse casado, lo hicieron precisamente para quedar excluidos y no sometidos a la misma..

La normativa reguladora del régimen económico matrimonial, no puede considerarse automáticamente aplicable a toda unión libre, por el mero hecho del surgimiento de la misma, ello sin perjuicio de que, atendidas las circunstancias de cada caso en concreto pueda predicarse la aplicabilidad , por analogía iuris, de algún determinado régimen económico de los diversos que, para el matrimonio regula el citado Título del CC, siempre que quede patentizado, por pacto expreso o tácito, que la voluntad de los convivientes fue someterse al mismo por lo que se entiende, no cabe la posibilidad de considerar que toda unión patrimonial, por el mero hecho de iniciarse, haya de llevar aparejado el surgimiento automático de un régimen de comunidad de bienes, sino que habrán de ser los convivientes interesados los que, por su pacto expreso o por sus facta concludentia los que evidencien que su inequívoca voluntad fue la de hacer comunes todos o algunos de los bienes adquiridos."

· Sentencia de 18-2-93
"De ahí que la doctrina jurisprudencial haya tenido que acudir en estos casos, a los pactos expresos o tácitos existentes entre los interesados, que la voluntad de los convivientes se constituir un condominio o una sociedad particular o universal; y estos pactos expresos o los Facta concludentia, debe inequívocamente evidenciar que fue su voluntad la de hacer comunes todos o algunos de los bienes adquiridos durante la duración de la unión de hecho..."
· Sentencia de 27-5-94
"...el libre desarrollo de la personalidad lleva a algunas personas a uniones ajenas al vínculo legal del matrimonio e incluso a crear vínculos paterno filiales y, por ende familiares, dignos de protección. Sin embargo, expresamente se declara que tales uniones quedan fuera de la normativa del régimen económico matrimonial con el que no tienen analogía."
CARÁCTER GANANCIAL DE LA VIVIENDA FAMILIAR- NATURALEZA DEL DERECHO:
· Sentencia del TS de 4-4-97
"La atribución a la esposa del uso de la vivienda familiar, en la sentencia de Separación conyugal, según el artículo 96 y con la temporalidad y provisionalidad que señala el Art. 91, no es un derecho de usufructo como pretende la recurrente, derecho real en principio vitalicio y disponible, sino un derecho de ocupación que es oponible a terceros sin que sea unánime la opinión de si es derecho real familiar.

No aparece infracción de norma alguna en las sentencias de instancia en tal atribución ni en la ausencia de la valoración en ese momento de liquidación de comunidad ganancial, pues no es una carga a favor que infravalora la propiedad."

CONVENIO REGULADOR-PACTOS ECONÓMICOS- EFICACIA DEL NO APROBADO

· Sentencia de TS de  22-4-93.
"La naturaleza jurídica del convenio regulador debe, en principio considerarse como un negocio jurídico de derecho de familia, expresión del principio de autonomía privada que, como tal convenio regulador, requiere la aprobación judicial, como condictio iuris, determinante de su eficacia jurídica. 

Deben por ello distinguirse tres supuestos: 1º- el convenio en principio y en abstracto, es un negocio jurídico de derecho de familia. 2º- el convenio regulador aprobado judicialmente queda integrado en la resolución judicial con toda la eficacia procesal que ello conlleva. 3º- El convenio que no ha llegado a ser aprobado judicialmente, tiene la eficacia correspondiente a todo negocio jurídico, tanto más si contiene una parte ajena al contenido mismo que prevé el artículo 90 del C.C."
· Sentencia del TS de 25-6-87.
"Se atribuye trascendencia normativa a los pactos de regulación de las relaciones económicas entre los cónyuges. para los tiempos posteriores a la separación matrimonial."
· Sentencia del TS de 26-1-93:

"...la aprobación judicial del convenio regulador no despoja a éste del carácter de negocio jurídico que tiene, como manifestación del modo de autorregulación de sus intereses queridos por las partes."

· Sentencia civil núm. 195/1992 de la AP de Navarra 

"CUARTO.- Pasando al examen del recurso formulado por la parte actora, interesando dicha parte en esta instancia que se decrete la nulidad del Convenio de 20‑7‑1981 suscrito entre las partes así como el arrendamiento dispuesto en dicho acuerdo y se disponga la liquidación de la sociedad conyugal, alegando al efecto que el convenio antedicho no contempló bienes privativos de la esposa que fueron liquidados durante el matrimonio y aplicado su importe a la adquisición de alguno de los bienes reflejados en el convenio, ante tal pretensión hemos de señalar que la misma excede del objeto del presente procedimiento matrimonial, y existe entre tal pretensión y la deducida en el procedimiento, anterior al presente, seguido ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Pamplona con el núm. 316/1991, una esencial identidad subjetiva, objetiva y causal, en cuanto que siendo las antedichas las solicitudes que se deducen en esta instancia, las deducidas en el otro indicado procedimiento se concretan en la declaración de nulidad del convenio regulador suscrito entre la señora Z. y el señor K. con fecha 20‑7‑1981, y la del contrato de arrendamiento concertado en dicho convenio, interesando que se declare la procedencia de aprobación de nuevo convenio en el que se reconozca como propiedad privativa de la esposa el piso y el local sitos en la C/ Fermín Tirapu, de Villava, núms. 1 y 7, respectivamente, teniendo el resto de los bienes del matrimonio el carácter de ganancial.

En definitiva, la parte actora pretende en aquel procedimiento y en esta alzada sustancialmente lo mismo, aduciendo idénticos motivos y frente al mismo demandado, combatiendo el mismo convenio y la aparente liquidación patrimonial del matrimonio, acomodando la situación patrimonial a la personal resultante de la separación que contiene aquel acuerdo, pareciendo en principio, concurrir los requisitos precisos para la apreciación de la excepción de litispendencia.

Ahora bien, si tal excepción no fue invocada por la parte demandada, no puede dejar de tenerse en cuenta que, examinado el suplico de la demanda se observa que, si bien existe una referencia al procedimiento ya iniciado con anterioridad al efectuarse la ratificación de la demanda en solicitud de declaración de nulidad del convenio ... suscrito ... el 20‑7‑1981 se suplica que «se dicte sentencia por la que se declare haber lugar al divorcio del matrimonio de mi representada con el demandado don Alberto K. U., con expresa imposición de costas a la parte contraria», no existiendo petición expresa en la instancia de nulidad del convenio en cuestión ni del arrendamiento concertado en el mismo, ni de liquidación de la sociedad conyugal consecuencia de la supuesta nulidad de la supuesta liquidación contenida en el convenio.

QUINTO.‑ Partiendo de lo anterior, no interesando la parte actora en su demanda sino la declaración de haber lugar al divorcio que se solicita, consideramos que con independencia de la apariencia de litispendencia de las peticiones deducidas en esta alzada en relación con el Menor Cuantía seguido ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Pamplona con el núm. 316/1991, excepción que no pudo invocarse por la parte demandada al no deducirse tales peticiones en la demanda por la actora, la pretensión deducida en esta alzada viene a constituir una cuestión nueva no contemplada en el indicado escrito de demanda, lo que nos impide absolutamente entrar a conocer acerca de la misma, dada tal condición de cuestión nueva y con independencia del hecho de ser la misma objeto de otro procedimiento anterior, al parecer no resuelto en virtud de sentencia firme hasta la fecha según lo alegado por las partes, impedimento el indicado que alcanza lógicamente a un pronunciamiento relativo a la liquidación de la sociedad conyugal, por cuanto tal liquidación sólo podrá tener lugar previa declaración de nulidad del convenio de 20‑7‑1981, dada la apariencia de liquidación patrimonial que se refleja en el mismo, no pudiendo tener lugar la liquidación que en esta instancia se pretende sino, en su caso, como consecuencia de una declaración de nulidad de aquel convenio, lo que se ventila en otro procedimiento, no pudiendo concluirse en éste aquello que es consecuencia de lo que es objeto de aquel procedimiento, de modo que, en conclusión, no cabe disponer la liquidación solicitada, sin perjuicio de que, si alcanzase éxito la solicitud de la actora en el declarativo antedicho, procederá «ope legis», la indicada liquidación como consecuencia del divorcio dispuesto en el presente procedimiento.

Por todo lo expuesto, no pudiendo entrar a examinar en esta instancia las cuestiones relativas a la validez o no del convenio en cuestión ni del arrendamiento acordado en el mismo, ni pudiendo disponerse la liquidación de la sociedad conyugal, procede desestimar en este aspecto el recurso de apelación."
CAPITULACIONES MATRIMONIALES- DESAHUCIO

· Sentencia de la A.P. VALENCIA de 31-12-96.

"Desde las capitulaciones matrimoniales de 1989 pertenece al marido, y desde ese momento la hoy apelante no es sino una mera ocupante sin título y sin pago  de merced. Achacar fraudulencia o anulabilidad a aquellas capitulaciones después de ocho años o atribuir a la posesión del local causa aún sostenible en aquel matrimonio y aquella sociedad de gananciales que hace años que fueron formal y solemnemente resueltas, no puede justificar la oposición que se ha realizado al precario ni la interposición de ésta apelación; con esas 60.000 pesetas de pensión compensatoria pudo y debió la hoy apelante preparar su augurable desalojo del local o realizando la búsqueda de una nueva ubicación para el negocio u consintiendo en su fuero interno sustituir los beneficios del negocio con la percepción de esa pensión."

IMPOSIBILIDAD PROCESAL DE UN PRONUNCIAMIENTO DE LIQUIDACIÓN EN LA SENTENCIA QUE PONE FIN A LA LITIS MATRIMONIAL:

"No deja sin embargado ofrecer la vía abierta por el referido precepto serias dificultades que hacen inaplicable la previsión legal, redactada con evidente falta de precisión  sistemática. Así, en primer termino, y a tenor de lo prevenido en el artículo 1396 del CC, la liquidación de la sociedad de gananciales requiere su previa disolución, y ésta no se produce en tanto la sentencia dictada en la litis matrimonial no sea firme, por lo que, pudiendo dilatarse tal firmeza mediante la interposición del recurso de apelación y , en su caso, de casación en determinados supuestos, sería totalmente absurdo practicar una liquidación en la sentencia de primera instancia respecto de una comunidad económico matrimonial que, inclusive y por dicha vía, puede verse abocada a su mantenimiento tras la efectiva desestimación de la acción principal en otro caso, y por la dilación propia del procedimiento, la masa ganancial puede verse profundamente alterada en el curso de la litis, por lo que las operaciones particionales practicadas en la sentencia de instancia podrían devenir, al final de la misma, como totalmente ajenas al patrimonio resultante al momento en que la sentencia ganara firmeza.

No puede dejar de resaltarse también, a los efectos estudiados que de solicitarse en la demanda contenciosa de separación o divorcio, previo inventario avalúo y propuesta de adjudicación, la liquidación; el demandado, al contestar, podría discrepar en cualquiera de dichos elementos, introduciendo otros nuevos, e inclusive plantearse por primera vez en la contestación la cuestión afectante al reparto del acervo común, lo que claramente y según pacífica interpretación jurisprudencial, implicaría una acción reconvencional que, sin embargo, viene proscrita en este tipo de litis, en cuanto al apartado e) de la Disposición Adicional 5ª de la ley 30/81 de 7 de Julio, establece que "no se admitiría reconvención que no estuviere fundada, en alguna de las causas que puedan dar lugar a la separación al divorcio a la nulidad por causa prevista en los apartados 2 y 3 del artículo 73 del C.C. y ello en claro designio de no complicar la litis matrimonial con reconvenciones heterogéneas". Todas estas consideraciones nos han llevado a la conclusión de la imposibilidad procesal de un pronunciamiento de liquidación en la sentencia que pone fin a la litis matrimonial."

